
DECLARACIÓN DE TARIFA. Octubre de 2019
1.	 Exigimos que todas las decisiones que se adopten con los menores extranjeros no acompañados 

respondan al interés superior de los mismos, primando la condición de niños frente a la condición de 
extranjeros.

2.	 Instamos a los poderes públicos para que la atención a este colectivo se efectúe desde la perspectiva 
de protección a la infancia, cumpliendo con la normativa y pronunciamientos judiciales, y asumiendo las 
directrices del Comité de los Derechos del Niño, que abogan por la excelencia en el trato a la infancia 
más desfavorecida.

3.	 Recordamos que la especial vulnerabilidad de niños, niñas y adolescentes extranjeros sin referentes 
familiares víctimas de trata de seres humanos obliga necesariamente a los poderes públicos a 
incrementar y reforzar la protección de estos menores.

4.	 Recordamos la responsabilidad de la Unión Europea y de todas las administraciones públicas nacionales 
de establecer un sistema de protección garantista partiendo de los principios de racionalidad, eficacia, 
solidaridad y lealtad institucional.

5.	 Instamos a los poderes públicos a lograr la plena integración de los menores extranjeros no acompañados 
en nuestra sociedad mientras permanezcan en territorio español, otorgándoles la oportunidad de ser 
parte de ella de forma responsable.

6.	 Estamos convencidos que la presencia de menores extranjeros sin referentes familiares no es tanto una 
carga para los sistemas de protección sino que, por el contrario, supone una aportación de gran valor 
para el desarrollo de la sociedad de acogida.

7.	 Recordamos que es necesario cooperar y colaborar con los países de origen de estos menores 
para prevenir la inmigración insegura y garantizar que, en su caso, los procesos de repatriación por 
reagrupamiento familiar respondan siempre al interés superior de aquellos.

8.	 Demandamos de los poderes públicos un plan estratégico nacional de atención a menores extranjeros 
no acompañados, que asegure la protección de estos niños, adolescentes y jóvenes y que valore la 
necesidad de atenderlos de una manera coordinada, solidaria, ordenada y responsable entre los 
territorios.

9.	 Demandamos la elaboración de planes de atención a jóvenes extutelados para evitar que su protección 
quede interrumpida automáticamente al alcanzar la mayoría de edad, y puedan caer en la marginación 
y exclusión social.

10.	Nos pronunciamos expresamente contra la criminalización de los adolescentes y jóvenes extranjeros 
no acompañados, y exigimos una reacción pronta de las administraciones para que sus derechos 
fundamentales sean respetados, a la vez que una mayor sensibilización de los medios de comunicación, 
entidades públicas, privadas y ciudadanía en general, para no alentar su estigmatización y alarma social 
con informaciones falsas y tendenciosas. 

3.4. La lucha contra el cambio climático
El cambio climático constituye uno de los principales desafíos que ha de enfrentar la Comunidad Autónoma 

de Andalucía en los próximos años. Podemos afirmar que el debate actual se centra en decidir si debemos 
seguir hablando de cambio climático o debemos empezar a hablar de emergencia climática. 

Y no se trata solo de una cuestión terminológica; la calificación de la situación actual como una situación de 
emergencia climática implica que los poderes públicos deben adoptar medidas urgentes, eficaces y decisivas 
para revertir, a corto plazo, el proceso de calentamiento global. Esto implica alterar las agendas previstas 
para la denominada transición energética y acelerar los plazos de ejecución de las medidas destinadas a 
cambiar nuestro modelo energético y productivo.

Esta Institución no puede permanecer ajena al debate planteado. Por este motivo, venimos adoptando 
algunas iniciativas cuyo objetivo es tanto supervisar la actuación de los poderes públicos en relación con las 
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es igualmente necesario garantizar el derecho de las personas que residen en el entorno de Doñana al 
desarrollo y al bienestar económico.

Por otro lado, dada la inevitabilidad del cambio climático, debemos prepararnos para afrontar sus 
consecuencias y mitigar sus efectos.

A este respecto, una de las consecuencias mas visibles del incremento de las temperaturas a nivel global 
es la escasez de lluvias que está afectando especialmente a determinadas zonas de Andalucía, y que en 
algunas de ellas impide garantizar la cobertura de las necesidades de la población, no solo en lo que afecta 
a las demandas de agricultores de disponer de agua para riego, sino incluso en lo referido al suministro 
de agua potable a poblaciones.

Los conflictos generados por esta escasez de agua van incrementándose en número y virulencia, y ponen 
de relieve los intereses confrontados de sectores diversos. Ya sean los de agricultores y ganaderos, por un 
lado, y los derivados del abastecimiento a poblaciones, por otro; ya sean los intereses contrapuestos de 
poblaciones vecinas que pugnan por el agua de un mismo acuífero. Todo ello sin mencionar las controversias 
derivadas de las posibles soluciones al problema de la escasez de agua que se originan entre partidarios y 
detractores de medidas como la construcción de nuevos pantanos o la realización de trasvases. 

Otra consecuencia del cambio climático que suscita nuestra preocupación es la reiteración de casos de 
inundaciones en zonas habitadas como resultado de fenómenos meteorológicos adversos, cuya frecuencia 
e intensidad parecen ir en aumento en los últimos años. Andalucía es una comunidad especialmente 
vulnerable a este riesgo, que provoca importantes daños en personas y bienes. 

A este respecto, consideramos imprescindible revisar las previsiones del Plan de Prevención de Avenidas 
e Inundaciones en Cauces Urbanos (Decreto 189/2002, de 2 de julio, por el que se aprueba el Plan de 
Prevención de avenidas e inundaciones en cauces urbanos andaluces), analizar su grado de cumplimiento 
y evaluar los cambios que es necesario introducir en el mismo para afrontar las nuevas realidades.

Como puede verse el cambio climático depara retos que no podemos dejar de afrontar por mas que resulten 
complejos y difíciles, ya que nos jugamos el futuro de todos. Esta Institución tiene el firme compromiso de 
convertir la lucha contra el cambio climático y sus consecuencias en uno de los ejes vertebradores de su 
función de supervisión de las administraciones públicas y en un objetivo prioritario de su labor como ente 
tutelar de los derechos de la ciudadanía.

3.5. El derecho a una buena administración
A esta Institución llegan un considerable porcentaje de demandas ciudadanas que denuncian las 

excesivas demoras en que incurren las Administraciones públicas andaluzas (meses e incluso años) para la 
resolución de los procedimientos, sin obtener información que justifique esos retrasos. Supone una realidad 
preocupante que la ciudadanía, en numerosas ocasiones, ponga en entredicho que se esté cumpliendo con 
el artículo 31 del Estatuto de Andalucía que garantiza el derecho a una buena administración, sobre todo 
en cuanto a que sus asuntos sean resueltos en un plazo razonable. 

Esta injustificada inactividad o silencio de las Administraciones públicas andaluzas, además de suponer 
un reiterado incumplimiento de las normas legales y reglamentarias que están obligadas a observar, 
puede ocasionar, en muchos supuestos, un perjuicio concreto a la ciudadanía, al tener que acudir a la vía 
judicial para el reconocimiento de sus derechos y pretensiones, con los consiguientes perjuicios que ello le 
comporta, incluso de índole económica al tener que afrontar los gastos de asistencia jurídica.

Pueden encontrarse ejemplos de estas demoras, en ocasiones de forma desproporcionada e incluso 
abusiva, como ya se han reseñado al principio de este balance.

La falta de personal necesario, el recurso del silencio administrativo, los procedimientos lentos y farragosos, 
la desinformación sobre los expedientes... llevan a provocar el desaliento en la ciudadanía y la impresión 
de que la Administración no funciona bien. Acuden al Defensor del Pueblo andaluz -nos han indicado en 
algunas quejas- con una confianza: que no nos parezcamos a la Administración.

En un Estado de Derecho la actividad administrativa es crucial para la consecución del interés general y, 
desde esta perspectiva, los principios constitucionales y estatutarios que la delimitan, sujetan la actuación 
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políticas de lucha contra el cambio climático, como incentivar la adopción de decisiones eficaces en esta 
materia. Entre las cuestiones que consideramos especialmente relevantes debemos comenzar reseñando 
las políticas y medidas dirigidas a reducir la emisión de gases de efecto invernadero.

Resulta imprescindible intervenir para reducir las causas que provocan la contaminación atmosférica, 
adoptando medidas en todos los ámbitos afectados, con especial énfasis en las principales fuentes 
de contaminación -transporte e industria- pero sin olvidar otros ámbitos que también contribuyen a la 
generación de gases de efecto invernadero, como son el sector de los servicios -particularmente el turismo- 
y el agrícola y ganadero. 

En relación al transporte y a la producción industrial que constituyen los principales factores generadores 
de contaminación, especialmente en el ámbito urbano, vamos a insistir ante las administraciones municipales 
en la urgencia de poner en marcha los denominados Planes municipales contra el cambio climático, previstos 
en la Ley 8/2018, de 8 de octubre, de medidas frente al cambio climático y para la transición hacia un 
nuevo modelo energético en Andalucía.

Pese a constituir un mandato legal y un imperativo ambiental, contemplamos con preocupación cómo las 
autoridades municipales dilatan en el tiempo la aprobación de estos planes o difieren, una y otra vez, la 
puesta en marcha de las medidas mas polémicas e impopulares incluidas en los mismos, especialmente 
aquellas dirigidas a reducir el tráfico en los cascos urbanos o limitar la circulación de los vehículos mas 
contaminantes. 

También insistiremos ante las administraciones públicas en la necesidad de propiciar una rápida transición 
energética que permita abandonar la dependencia de los combustibles fósiles y situar las energías 
renovables como fuente primaria para el abastecimiento energético.

No obstante, la urgencia de este cambio en el modelo energético no debe llevarnos a obviar la importancia 
de garantizar que el proceso de transición se haga de una forma justa y no deje desamparados a aquellos 
sectores sociales y económicos que resulten mas afectados por este proceso de transición.

Cometeríamos un grave error si olvidáramos que el fenómeno social denominado “los chalecos amarillos” 
se originó tras la adopción de medidas destinadas a gravar el uso de los combustibles fósiles sin tomar en 
consideración la incidencia que tales medidas tendrían en determinados colectivos, especialmente en la 
población rural y en el sector del transporte. Si no somos capaces de articular una transición energética 
realmente justa, debemos prepararnos para afrontar procesos de contestación social por parte de aquellos 
sectores económicos y sociales que se sentirán perjudicados en sus derechos e intereses.

Por otro lado, la lucha contra el cambio climático exige también la adopción de medidas que favorezcan 
la preservación de aquellos elementos naturales que permiten la absorción de estos gases y actúan como 
sumideros de CO2.

En este sentido, consideramos necesaria la aprobación de medidas que fomenten la reforestación del campo 
andaluz y eviten, o cuando menos retrasen, el fenómeno de la desertificación que amenaza a importantes 
zonas de Andalucía. Asimismo, estimamos imprescindible garantizar la protección de los parques naturales 
y los espacios de valor ambiental, preservándolos del crecimiento económico descontrolado o del turismo 
masivo, ya que no solo contribuyen a mantener la biodiversidad, sino que son además uno de los principales 
sumideros de CO2.

A este respecto, no podemos dejar de mencionar la necesidad de preservar el Espacio Natural de 
Doñana, declarado Patrimonio de la Humanidad por la Unesco, frente a las amenazas que ponen en 
riesgo la preservación de sus valores naturales e incluso su propia integridad: el proyecto de instalación 
de un gasoducto, la conversión en depósitos de gas de los yacimientos ya explotados en la zona y la 
sobreexplotación de los acuíferos que constituyen la fuente esencial para los humedales que conforman 
el principal valor del Parque.

Esta Institución se ha posicionado firmemente frente a ambas amenazas, utilizando para ello los recursos 
que nos ofrece nuestra Ley reguladora y tiene la intención de seguir adoptando cuantas medidas estén a 
su alcance para convencer a los responsables públicos de la necesidad de anteponer los valores naturales 
de Doñana a los intereses económicos que subyacen detrás de estas amenazas. Una posición firme en la 
defensa del Espacio Natural de Doñana que en absoluto es contradictoria con nuestra convicción de que 
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